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LA CORTE CONSTITUCIONAL para el período de transición:

Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Manuel Viteri Olvera

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

La presente acción tiene como antecedente el Oficio N.° T. 4219-SNJ-10-56 de
fecha 12 de enero del 2010, suscrito por el Dr. Alexis Mera Giler, Secretario
Nacional Jurídico de la Presidencia de la República, dirigido al Presidente de la
Corte Constitucional, mediante el cual adjunta el "Acuerdo de Cooperación entre el
Gobierno de la República del Ecuador y la Oficina del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Refugiados" (ACNUR), solicitando que la Corte
Constitucional emita dictamen de constitucionalidad sobre el referido instrumento

internacional.

Efectuado el sorteo respectivo por el Pleno de La Corte Constitucional,
correspondió al Dr. Manuel Viteri Olvera actuar como Juez Sustanciador.

Mediante dictamen emitido el 26 de enero del 2010, el Juez Sustanciador declaró

que el presente instrumento internacional requiere aprobación legislativa previo a su
ratificación, por lo cual, mediante providencia de fecha 01 de febrero del 2010 a las
lOhOO. se ordenó su publicación en el Registro Oficial y en el portal electrónico de
la Corte Constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 111,
numeral 2, literal b de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, como consta a fojas 27 del proceso.

II. TEXTO DEL TRATADO QUE SE EXAMINA

"Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la República del Ecuador y la
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados "

http://www.corteconstitucional.gob.ee

Av. 12 de Octubre N16 -114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al parque El Arbolito)

Telfs: (593-2) 2565 - 117 / 2563 - 144
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CONSIDERANDO que la oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para
los Refugiados fue establecida por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su
resolución 319 (VI), del 3 de Diciembre de 1949;

CONSIDERANDO que el Estatuto de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Refugiados, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas
en su resolución 428 (V), de 14 de diciembre de 1950, dispone entre otras cosas que el
Alto Comisionado, actuando bajo la autoridad de la Asamblea General, asumirá la
función de proporcionar protección internacional, bajo los auspicios de las Naciones
Unidas, a los refugiados que reúnan las condiciones previstas en el Estatuto, y de
buscar soluciones permanentes al problema de los refugiados, ayudando a los
gobiernos y, con sujeción a la aprobación de los gobiernos interesados, a las
organizaciones privadas, a facilitar la repatriación voluntaria de tales refugiados o su
asimilación en nuevas comunidades nacionales;

CONSIDERANDO que la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para
los Refugiados, un organismo subalterno establecido por la Asamblea General
conforme al artículo 22 de la Carta de las Naciones Unidas, es parte integral de las
Naciones Unidas, cuya condición, privilegios e inmunidades se rigen por la
Convención sobre los Privilegios e Inmunidades de las Naciones Unidas adoptada por
la Asamblea General el 13 de febrero de 1946.

CONSIDERANDO que el Estatuto del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para
los Refugiados dispone, en su artículo 16, que el Alto Comisionado consultará con los
gobiernos de los países de residencia de los refugiados acerca de la necesidad de
designar sus representantes en ellos y que se designará un representante, con la venia
del Gobierno, en cada país en que esta necesidad sea reconocida.

CONSIDERANDO que el Estatuto del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para
los Refugiados y el Gobierno de la República del Ecuador, desean definir las
modalidades y condiciones en que la Oficina, con arreglo a su mandato, estará
representada en el país.

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y el
Gobierno Ecuatoriano, con un espíritu de cooperación amistosa, han celebrado el
presente acuerdo.

ARTÍCULO I
DEFINICIONES

1. A los efectos del presente Acuerdo se aplicarán las siguientes definiciones:

a) por "ACNUR" se entenderá la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados, o UNHCR según sus siglas en inglés.
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b) por "Alto Comisionado" se entenderá el Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados o los funcionarios en los que el Alto Comisionado haya delegado
autoridad para que actúen en su nombre.

c) por "Gobierno" se entenderá el Gobierno de la República del Ecuador.

d) por "país de acogida" se entenderá la República del Ecuador.

e) por "partes" se entenderán el ACNUR y el Gobierno.

f) por "Convención" se entenderá la Convención sobre los Privilegios e Inmunidades
de las Naciones Unidas aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el
13 de febrero de 1946.

g) por "Oficinas del ACNUR" se entenderán las oficinas, los locales y las instalaciones
ocupados o mantenidos en el país.

h) por "Representante del ACNUR" se entenderán el funcionario del ACNUR a cargo
de la Oficina del Alto Comisionado en el país.

i) por "funcionarios del ACNUR" se entenderán todos los miembros del personal del
ACNUR empleados con arreglo al Reglamento del Personal de las Naciones Unidas,
con la excepción de las personas contratadas localmente y pagadas por horas, conforme
a lo establecido en la resolución 76 (I) de la Asamblea General.

j) por "expertos en misión" se entenderán las personas que no sean funcionarios del
ACNUR ni presten sus servicios en nombre de éste y que lleven a cabo misiones para
el ACNUR.

k) por "personas que prestan sus servicios en nombre del ACNUR" se entenderán las
personas naturales y jurídicas y sus empleados, que no sean nacionales del país de
acogida, contratadas por el ACNUR para ejecutar o ayudar a aplicar sus programas.

1) por "personal del ACNUR" se entenderán los funcionarios del ACNUR, los expertos
en misión y las personas que prestan servicios en nombre del ACNUR.

ARTÍCULO II
OBJETIVO DEL PRESENTE ACUERDO

1. El presente Acuerdo establece las condiciones básicas en que el ACNUR. con
arreglo a su mandato, cooperará con el Gobierno, abrirá y/o mantendrá una oficina u
oficinas en el país y desempeñará sus funciones de protección internacional y asistencia
humanitaria a favor de los refugiados y otras personas bajo su competencia en el país
de acogida.
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ARTÍCULO III
COOPERACIÓN ENTRE EL GOBIERNO Y EL ACNUR

1. La cooperación entre el Gobierno y el ACNUR para la protección internacional y la
asistencia humanitaria en favor de los refugiados y otras personas bajo competencia del
ACNUR, se llevará a cabo con arreglo del Estatuto del ACNUR y otras decisiones y
resoluciones pertinentes sobre el ACNUR, aprobadas por los órganos de las Naciones
Unidas , así como el artículo 35 de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los
Refugiados y el artículo 2 del Protocolo de 1967 relativo al Estatuto de los Refugiados
(adjuntos como Anexo I y II al presente Acuerdo).

2. La Oficina del ACNUR celebrará consultas y cooperará con el Gobierno en lo que
respecta en la preparación y examen de los proyectos para los refugiados y otras
personas de interés para el ACNUR.

3. En aquellos casos en que el Gobierno ejecute proyectos financiados por el ACNUR,
las modalidades y condiciones e inclusive el compromiso asumido por el Gobierno y el
Alto Comisionado respecto de la provisión de fondos, suministros, equipo y servicios y
la prestación de otra asistencia a los refugiados, se definirán en los acuerdos para
proyectos que se firmen.

4. El Gobierno garantizará en todo momento al personal del ACNUR libre acceso a los
refugiados y otras personas bajo la competencia del ACNUR. así como a los lugares de
los proyectos para seguir todas las etapas de su ejecución.

ARTICULO IV

OFICINA DEL ACNUR

1. El Gobierno permitirá el establecimiento y mantenimiento por el ACNUR de una
oficina u oficinas en el país para proporcionar protección internacional y asistencia
humanitaria a los refugiados y otras personas bajo competencia del ACNUR.

2. El ACNUR podrá determinar, con la aprobación del Gobierno, que su oficina en el
país cumpla las funciones de Oficina Regional y notificará por escrito al Gobierno el
número y categoría de los funcionarios asignados a ella.

3. La Oficina del ACNUR desempeñará las funciones que le asigne el Alto
Comisionado, en relación con su mandato para los refugiados y otras personas bajo su
competencia, inclusive el establecimiento y mantenimiento de relaciones con otras
organizaciones gubernamentales y no gubernamentales que desarrollen actividades en
el país.
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ARTICULO V

PERSONAL DEL ACNUR

1. El ACNUR podrá asignar a la oficina en el país los funcionarios u otro personal que
estime necesarios para desempeñar sus funciones de protección internacional y
asistencia humanitaria.

2. Se informará regularmente al Gobierno de la categoría de los funcionarios, de los
nombres de los funcionarios incluidos en estas categorías y otro personal que se asigne
a la oficina del ACNUR en el país.

3. Los oficiales del ACNUR. los expertos en misión y otras personas que realicen
servicios en nombre del ACNUR deberán recibir por parte del Gobierno una
identificación especial en la que se certifique su condición según este Acuerdo.

4. El ACNUR podrá encomendar a sus funcionarios visitar el país para celebrar
consultas y cooperar con los funcionarios correspondientes del Gobierno y otras partes
que se ocupen de los refugiados en relación con: a) el estudio, preparación, seguimiento
y evaluación de los programas de protección internacional y asistencia humanitaria; b)
el envío, recepción, distribución o utilización de los suministros, el equipo y otros
materiales facilitados por el ACNUR; c) la búsqueda de soluciones permanentes al
problema de los refugiados; y d) cualesquiera otras cuestiones relacionadas con la
aplicación del presente Acuerdo.

ARTICULO VI

FACILIDADES PARA LA

HUMANITARIOS DEL ACNUR

EJECUCIÓN DE LOS PROGRAMAS

1. El Gobierno adoptará todas las medidas necesarias para que el ACNUR. sus
funcionarios y expertos en misión y las personas que presten servicios en nombre del
ACNUR, estén exentos de los reglamentos u otras disposiciones legales que puedan
entorpecer las operaciones y los proyectos ejecutados en virtud del presente Acuerdo, y
les dará las demás facilidades que sean necesarias para la rápida y eficiente realización
de los programas humanitarios del ACNUR en favor de los refugiados en el país. Tales
medidas comprenderán facilidades de comunicación conforme al artículo IX del
presente Acuerdo, la concesión de derechos de tráfico aéreo, y -en lo posible- la
exención del pago de derechos de aterrizaje y otros derechos por los vuelos que se
realicen para transportar socorros de emergencia, refugiados y/o personal del ACNUR.

2. El Gobierno, de acuerdo con el ACNUR, ayudará a os funcionarios de éste a hallar
locales de oficina apropiados.

3. El Gobierno procurará, en el ámbito de sus atribuciones y competencias, que la
oficina del ACNUR reciba en todo momento los servicios públicos necesarios y que les
sean suministrados en condiciones equitativas.
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4. El Gobierno adoptará las medidas necesarias, cuando proceda, para garantizar la
seguridad y la protección de los locales de la oficina del ACNUR y su personal.

ARTÍCULO VII
PRIVILEGIOS E INMUNIDADES

1. El Gobierno aplicará al ACNUR, sus bienes, fondos y haberes, así como a sus
funcionarios y expertos en misión, lo establecido en las disposiciones pertinentes de la
Convención sobre los Privilegios e Inmunidades de las Naciones Unidas, de la cual, el
Gobierno es parte desde el 22 de marzo de 1956 (Registro Oficial No. 130 del 7 de
febrero de 1957). El Gobierno conviene asimismo, en conceder al ACNUR y a su
personal, los privilegios e inmunidades adicionales que sean necesarios para el
ejercicio efectivo de las funciones de protección internacional y asistencia humanitaria
del ACNUR.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior de este artículo, el Gobierno
concederá en particular al ACNUR y su personal, los privilegios, inmunidades,
derechos y facilidades previstos en los Artículos VIII y X del presente Acuerdo.

ARTÍCULO VIII
OFICINA, BIENES, FONDOS Y HABERES DEL ACNUR

1. El ACNUR, así como sus bienes y haberes en cualquier parte y en poder de
cualquier persona, gozarán de inmunidad contra todo procedimiento judicial a
excepción de los casos en que renuncie expresamente a esa inmunidad. Se entiende sin
embargo, que esa renuncia no se aplicará a ninguna medida judicial ejecutoria.

2. Los locales de la oficina del ACNUR serán inviolables. Sus bienes, fondos y
haberes, cualquiera que sea el lugar en que se encuentren y quienquiera que los tenga
en su poder, estarán exentos de registros, requisición, confiscación, expropiación y
cualquier otra forma de injerencia, sea por acción ejecutiva, administrativa, judicial o
legislativa.

3. Los archivos del ACNUR y, en general, todos los documentos que le pertenezcan o
se hallen en su posesión, serán inviolables.

4. Los fondos, haberes, ingresos y otros bienes del ACNUR estarán exentos de:

a) Todo impuesto directo, quedando entendido que el ACNUR no reclamará exención
del pago de los derechos por los servicios públicos que reciba;
b) Los derechos de aduana y de las prohibiciones y restricciones sobre los artículos
importados o exportados por el ACNUR para su uso oficial, quedando entendido que
los artículos importados con tal exención no se venderán en el país salvo en las
condiciones convenidas con el Gobierno;
c) Los derechos de aduana y de las prohibiciones y restricciones respecto de la
importación y exportación de sus publicaciones.
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d) Asimismo, estarán exoneradas de toda ciase de gravámenes las donaciones, los
préstamos que. en cumplimiento de sus fines oficiales, otorguen a las instituciones
públicas, estatales o no, o privadas, de bienes de su propiedad o que le sean entregados
o confiados para ser donados o prestados.

5. El ACNUR podrá exonerarse el pago del IVA en la adquisición de bienes por parte
del ACNUR y/o los organismos internacionales debidamente acreditados por el
ACNUR para actuar en su nombre en relación con la asistencia humanitaria a los
refugiados, previo la suscripción de notas reversales para la exoneración del IVA.

6. Todos los materiales importados o exportados o comprados en el país por el
ACNUR. estarán exentos de todos los derechos de aduana y de toda prohibición y
restricción, así como de cualquier impuesto directo o IVA.

7. El ACNUR no estará sujeto a ninguna fiscalización, reglamentación o moratoria
financiera y podrá libremente:

a) Tener fondos, oro o divisa corriente de cualquier clase y llevar sus cuentas en
cualquier divisa;
b) Transferir sus fondos en metálico, billetes o divisas al exterior o interior y de un
lugar a otro del territorio de la República del Ecuador, así como convertirlos en otras
monedas, no estando sujeta a las limitaciones, tipos oficiales de cambio, restricciones o
medidas de fiscalización o control que sobre este particular establezca el Gobierno.

8. El ACNUR disfrutará del tipo de cambio vigente más favorable.

9. El ACNUR tendrá derecho a importar vehículos de uso oficial libres de cupo,
acreditando la finalidad de su uso, los mismos que podrán ser vendidos cada cuatro
años o donados a entidades nacionales u organizaciones no gubernamentales (ONG).

ARTÍCULO IX
FACILIDADES DE COMUNICACIÓN

1. El ACNUR gozará en el territorio de la República del Ecuador para sus
comunicaciones oficiales, tanto nacionales como internacionales, de facilidades no
menos favorables que aquellas otorgadas por el Gobierno a cualquier misión
diplomática u organismo internacional en materia de prioridades, tarifas,
contribuciones y derechos aplicables en la correspondencia, teléfono, telegramas, télex.
telefotos y otras comunicaciones, así como de tarifas para las informaciones destinadas
a la prensa y la radio.

2. El Gobierno garantizará la inviolabilidad de las comunicaciones y correspondencia
oficiales del ACNUR y no las someterá a ninguna forma de censura. Esta
inviolabilidad se extenderá, sin que la enumeración sea limitativa, a las publicaciones,
fotografías, diapositivas, películas y grabaciones sonoras.
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3. El ACNUR tendrá derecho a utilizar claves y a expedir y recibir su correspondencia
y otros materiales por medio de correos o en valijas selladas, que gozarán de los
mismos privilegios e inmunidades que los correos diplomáticos y la valija diplomática.

4. El Gobierno garantizará que el ACNUR tendrá derecho a operar efectivamente,
exento del pago de cuotas de licencia, su equipo de radio y telecomunicaciones,
incluyendo los sistemas de comunicación satelitales, y redes usando las frecuencias
asignadas por el Gobierno o en coordinación con las autoridades nacionales
competentes, de conformidad con las regulaciones de la Unión Internacional de
Telecomunicaciones.

ARTÍCULO X
FUNCIONARIOS DEL ACNUR

1. El Representante, el Representante Adjunto y otros altos funcionarios del
ACNUR gozarán mientras permanezcan en el país, tanto ellos como sus
cónyuges y familiares, de los privilegios e inmunidades, exenciones y facilidades
normalmente concedidas al personal de organismos internacionales. Con este
fin, el Ministerio de Relaciones Exteriores incluirá sus nombres en la lista del
personal de organismos internacionales.

2. Los funcionarios del ACNUR mientras permanezcan en el país, gozarán de las
siguientes facilidades, privilegios e inmunidades:

a) Inmunidades de arresto y detención personal;
b) Inmunidad de procedimiento judicial respecto a sus palabras o escritos y todos los
actos realizados en el ejercicio oficial de sus funciones. Inmunidad que se prolongará
incluso después de haber dejado de prestar servicios para el ACNUR en lo que
concierne a los actos realizados en el ejercicio oficial de las funciones.
c) Inmunidad de registro y embargo de su equipaje en viajes oficiales:
d) Inmunidad de toda obligación de servicio militar u otro servicio obligatorio;
e) Estarán exentos, tanto ellos como sus cónyuges y otros familiares a cargo, de las
restricciones de inmigración y de registro de extranjeros;
f) Exención de impuestos sobre los sueldos y otros emolumentos percibidos del
ACNUR;

g) Facilidades para la concesión y emisión, libre de gastos en lo posible, de visados,
licencias o permisos, cuando se requieran, y libertad de movimiento dentro del país, y
de entrada y salida, en la medida necesaria para la ejecución de los programas de
protección internacional y asistencia humanitaria del ACNUR;
h) Libertad para tener o mantener en su poder dentro del país moneda extranjera, tener
cuentas en divisas y bienes muebles y derecho a sacar del país de acogida, a la
separación del servicio del ACNUR, los fondos cuya posesión lícita pueda
demostrarse;

i) La misma protección e idénticas facilidades de repatriación de que goza el personal
diplomático en períodos de crisis internacional, para ellos mismos y para sus cónyuges
y sus familiares y otras personas a cargo;
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j) El derecho de importar, muebles y efectos personales, menaje de casa y automóviles
para uso personal, libre de derechos de aduanas y de otros gravámenes, prohibiciones y
restricciones a la importación, de conformidad con las normas aplicables en el Ecuador
a los miembros acreditados de organismos internacionales. El derecho de importar
cantidades razonables de algunos artículos para uso o consumo personal. No está
permitida la venta u obsequio de estos artículos.

ARTÍCULO XI
PERSONAL CONTRATADO LOCALMENTE

1. Las personas contratadas localmente para prestar servicios al ACNUR. gozarán de
inmunidad de procedimiento judicial respecto de sus palabras o escritos y todos los
actos que realicen en el ejercicio oficial de sus funciones.

2. Las modalidades y condiciones de empleo del personal contratado localmente se
ajustarán a lo establecido en las resoluciones y los reglamentos pertinentes de las
Naciones Unidas.

ARTÍCULO XII
EXPERTOS EN MISIÓN

L- Se concederá a los expertos que lleven a cabo misiones del ACNUR las facilidades,
privilegios e inmunidades que sean necesarios para el desempeño independiente de sus
funciones. En particular se les concederá:

a)
b)

c)

d)

e)

f)

Inmunidad de detención o de prisión
Inmunidad de toda forma de procedimiento judicial respecto de sus palabras o
escritos y de los actos realizados durante el desempeño de su misión: Dicha
inmunidad seguirá siéndoles otorgada incluso después de haber finalizado sus
servicios en misiones del ACNUR.

Inviolabilidad de todos los documentos

Derecho a utilizar claves y recibir documentos y correspondencia por mediación de
correos o en valijas selladas para sus comunicaciones oficiales
Las mismas franquicias en materia de restricciones monetarias y de cambio que se
otorgan a los representantes de gobiernos extranjeros en misiones oficiales
temporales
Las mismas inmunidades y franquicias, inclusive la inmunidad de inspección y
embargo del equipaje personal, que se otorguen a los miembros de las misiones
diplomáticas.

ARTICULO XIII

PERSONAS QUE PRESTAN SERVICIOS EN NOMBRE DEL ACNUR

1. Salvo que las partes acuerden lo contrario, el Gobierno concederá a todas las
personas que presten servicios en nombre del ACNUR, que no sean ecuatorianos.
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empleados localmente, los privilegios e inmunidades mencionados en el artículo V,
sección 18 , de la Convención. Además:

a) Se les concederá y entregará, con prontitud y libre de gastos, los visados, licencias o
permisos necesarios para el ejercicio efectivo de sus funciones;

b) Se les concederá libertad de movimiento dentro del país y de entrada y salida, en la
medida necesaria para la ejecución de los programas humanitarios del ACNUR.

ARTÍCULO XIV
DELITOS CONTRA EL PERSONAL DEL ACNUR

El Gobierno considerará los siguientes actos como delitos en su legislación nacional y
los sancionará con penas adecuadas que tomen en cuenta su gravedad:

a) El homicidio, secuestro u otro ataque contra la integridad física o libertad de
cualquier miembro del personal del ACNUR;
b) El ataque violento a los locales oficiales, la residencia privada o los medios de
transporte de cualquier miembro del personal del ACNUR que pueda poner en
peligro su integridad física o su libertad;
c) La amenaza de tal ataque con el objetivo de obligar a una persona natural o jurídica a
realizar o abstenerse de realizar algún acto;
d) La tentativa de cometer tal ataque; y
e) Un acto que constituya participación como cómplice en tal ataque o tentativa de
ataque o que suponga organizar u ordenar a terceros la comisión de tal ataque.

2. El gobierno establecerá su jurisdicción sobre los delitos definidos en el párrafo 1
anterior, cuando el delito haya sido cometido en su territorio y el presunto culpable,
cuando no se trate de un miembro del personal del ACNUR, se encuentre en su
territorio, a menos que haya extraditado al presunto culpable al Estado de su
nacionalidad, al Estado de su residencia habitual en caso de ser apatrida, o al Estado de
la nacionalidad de la victima.

3. El Gobierno asegurará que someterá ante las autoridades competentes para el
ejercicio de la acción penal, de conformidad con los procedimientos de su legislación, a
las personas acusadas de actos descritos en el párrafo 1 anterior, así como a las
personas que estén sujetas a su Jurisdicción que han sido acusadas de otros actos en
relación al ACNUR y su personal, los cuales de haber sido cometidos en relación con
las fuerzas gubernamentales o contra la población civil local, serían sometidos a las
autoridades competentes para el ejercicio de la acción penal.

ARTÍCULO XV
RENUNCIA DE LA INMUNIDAD

1. Los privilegios e inmunidades se conceden al personal del ACNUR en interés de las
Naciones Unidas y del ACNUR y no en su beneficio personal. El Secretario General de
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las Naciones Unidas podrá renunciar a la inmunidad de cualquier miembro del personal
del ACNUR siempre que, a su juicio, dicha inmunidad entorpezca la acción de la
justicia y no vaya en perjuicio de los intereses de las Naciones Unidas y del ACNUR.

ARTÍCULO XVI
SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

1. Toda controversia entre el ACNUR y el Gobierno que se derive del presente
Acuerdo o surja en relación con él se resolverá amigablemente mediante negociación o
cualquier otra forma convenida, y si no se logra un acuerdo se someterá a arbitraje a
petición de cualquiera de las partes. Cada parte designará a un arbitro, y los dos arbitros
así designados designarán a un tercero, que será el presidente. Si transcurridos 30 días
después de la solicitud de arbitraje una de las partes no hubiera designado a un arbitro,
o si transcurridos 15 días después de la designación de los arbitros no se hubiera
designado al tercer arbitro, cualquiera de las partes podrá solicitar al Presidente de la
Corte Internacional de Justicia que designe a un arbitro. Todas las decisiones de los
arbitros requerirán el voto de dos de ellos. Los arbitros establecerán el procedimiento
de arbitraje y las partes sufragarán los gastos evaluados por los arbitros. El laudo
arbitral contendrá una exposición de motivos y será aceptado por las partes como
solución definitiva de la controversia.

ARTÍCULO XVII
DISPOSICIONES GENERALES

1. El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha de la notificación por parte del
Gobierno respecto del cumplimiento de los requisitos constitucionales para tal
efecto, y continuará en vigor hasta su terminación con arreglo a lo establecido
en el párrafo 5 de este artículo.

2. El presente Acuerdo se interpretará a la luz de su objetivo fundamental, que es
hacer posible que el ACNUR cumpla su mandato internacional en favor de los
refugiados de manera plena y eficiente y consiga sus objetivos humanitarios en
el país.

3. Las partes resolverán cualquier cuestión importante no prevista en el presente
Acuerdo de conformidad con las resoluciones y decisiones pertinentes de los órganos
apropiados de las Naciones Unidas. Cada parte examinará a fondo y con benevolencia
cualquier propuesta que formule la otra parte en virtud de este párrafo.

4. A petición del Gobierno o del ACNUR podrán celebrarse consultas con miras a
modificar el presente Acuerdo. Las modificaciones deberán hacerse mediante acuerdo
de ambas partes por escrito.

5. El presente Acuerdo dejará de estar en vigor seis meses después de que una de las
partes contratantes haya notificado por escrito a la otra su decisión de terminarlo, sin
perjuicio de lo cual se continuará con los programas/proyectos en ejecución hasta su
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terminación. En caso de cesación normal de las actividades del ACNUR en el país y la
disposición de sus bienes en él, las partes convendrán un cronograma para la
finalización de actividades.

EN PRESENCIA DE LO QUE los abajo firmantes, siendo debidamente nombrados
representantes del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y del
Gobierno, suscriben el presente acuerdo en dos ejemplares en idioma español y dos
ejemplares en idioma inglés igualmente válidos.

"Hecho en la ciudad de Quito, el 19 de enero de 2009."

Pronunciamiento de cualquier ciudadano defendiendo o impugnando la
constitucionalidad del instrumento internacional

Una vez publicado el texto del "Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la
República del Ecuador y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados" (ACNUR) en el Registro Oficial N.° 137 del 25 de febrero del
2010, se ha cumplido el término de diez días previsto en el artículo 111. numeral 2.
literal b de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional,
sin que ningún ciudadano haya comparecido a defender o impugnar la
constitucionalidad del "Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la República
del Ecuador y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Refugiados" (ACNUR).

III. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

Competencia

El Pleno de la Corte Constitucional, para el periodo de transición, es competente
para conocer y resolver la presente causa, de conformidad con lo previsto en los
artículos 429 y 438, numeral 1 de la Constitución de la República, y artículo 27 del
Régimen de Transición, publicado con la Constitución de la República del Ecuador
en el Registro Oficial N.° 449 del 20 de octubre del 2008, en concordancia con los
artículos 107 y siguientes de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
Control Constitucional; y artículos 69 y siguientes del Reglamento de Sustanciación
de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional.

La presente acción ha sido tramitada de conformidad con el ordenamiento jurídico
constitucional y legal aplicable al caso, por lo que se declara su validez.
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El examen de constitucionalidad de los tratados internacionales implica analizar si
el contenido de dichos instrumentos jurídicos guarda conformidad con las normas
de la Constitución de la República, así como el cumplimiento de las reglas
procedimentales para su negociación y suscripción, conforme lo previsto en el
artículo 108 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional.

Al respecto, cabe señalar que el artículo 6 de la Convención de Viena sobre el
Derecho de los Tratados, dispone que: "todo Estado tiene capacidad para celebrar
tratados"1, para lo cual deberá estar debidamente representado. Para el efecto, el
artículo 7, numeral 2, literal a de la invocada Convención, dispone lo siguiente:

"En virtud de susfunciones, y sin tener quepresentarplenos poderes, se considerará que
representan a su Estado: a) Los Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y Ministros de
Relaciones Exteriores, para la ejecución de todos los actos relativos a la celebración de un
tratado".

En virtud de lo señalado, el "Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la
República del Ecuador y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados" (ACNUR) fue suscrito por el ex Ministro de Relaciones
Exteriores, Comercio e Integración, Fander Falconí Benítez, cumpliendo así con lo
dispuesto en la referida Convención.

Si bien en principio son los Estados los que pueden celebrar tratados internacionales
en virtud de la capacidad que les reconoce el artículo 6 de la Convención de Viena
sobre el Derecho de los Tratados, no es menos cierto que la Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados es un organismo
subalterno y parte integral de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), como
se indica en la tercera consideración del Convenio, por lo cual, es sujeto de derecho
internacionaL, sin que ello afecte la validez jurídica ni impida la aplicación del
convenio ("Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la República del Ecuador
y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados" -
ACNUR), en aplicación de lo previsto en el artículo 3 de la Convención de Viena
sobre el Derecho de los Tratados. Consecuentemente, no se advierte transgresión de
norma constitucional alguna en el proceso de suscripción del tratado internacional.

Convención ratificada por el Ecuador, fue publicada en el Registro Oficial No. 6 del 28 de abril de 2005.
" El actual Derecho Internacional reconoce como sujetos del mismo a las colectividades estatales, de
estructura simple o compleja, a las no estatales (como la Santa Sede), a las interestatales (como la ONU) y al
individuo en aquellas situaciones en las que aparece como sujeto inmediato y directo del Derecho
Internacional y que puedan afectar su vida (por ejemplo, normas sobre piratería), su trabajo (normas de la
OIT), etc. (Ver www.enciclopedia-juridica.bizl4.com.sujetos-del-derecho-internacional-htm).
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objeto del presente análisis; por lo tanto, se declara que el texto del Acuerdo es
compatible formalmente con la Constitución de la República.

En cuanto al examen material de constitucionalidad del "Acuerdo de Cooperación
entre el Gobierno de la República del Ecuador y la Oficina del Alto Comisionado de
las Naciones Unidas para los Refugiados" (ACNUR), corresponde a la Corte
Constitucional analizar cada una de sus normas, a fin de establecer si dicho

instrumento jurídico internacional guarda o no conformidad con el texto
constitucional.

Al respecto, el artículo 1 señala las definiciones de varios términos (ejemplo:
"ACNUR", "Alto Comisionado"; "Gobierno". "País de Acogida'*, etc.), que se
emplearán en la aplicación del referido instrumento jurídico; definiciones que no
contradicen norma constitucional.

El artículo 2 señala el objetivo del Acuerdo, que es establecer las condiciones
básicas en que el ACNUR cooperará con el Gobierno, abrirá y/o mantendrá una
oficina u oficinas en el país y desempeñará sus funciones de protección
internacional y asistencia humanitaria a favor de los refugiados y otras personas
bajo su competencia en el país de acogida. Dichos objetivos deben ser evaluados en
función de los restantes artículos que componen el Acuerdo de Cooperación, para
determinar su compatibilidad o no con la Carta Fundamental. Así, en la segunda
consideración del Acuerdo, objeto de análisis, se advierte que el Estatuto de la
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados
(ACNUR) dispone que el Alto Comisionado, actuando bajo la autoridad de la
Asamblea General de las Naciones Unidas, "asumirá la función de proporcionar
protección internacional bajo los auspicios de las Naciones Unidas, a los
refugiados que reúnan las condiciones previstas en el Estatuto, aprobado en la
Resolución 428 (V) del 14 de diciembre de 1950, así como buscar soluciones
permanentes al problema de los refugiados, ayudando a los gobiernos y, con
sujeción a la aprobación de los gobiernos interesados, a las organizaciones
privadas, a facilitar la repatriación voluntaria de tales refugiados o su asimilación
en nuevas comunidades nacionales". En efecto, el Estatuto de la Oficina del Alto

Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados dispone, en su artículo 6,
lo siguiente:

"6. El Alto Comisionado tendrá competencia respecto a:

A. i) Cualquier persona que haya sido considerada como refugiado en virtud de los
Arreglos del 12 de mayo de 1926 y del 30 dejunio de 1928, o de las Convenciones del
28 de octubre de 1933 y del 10 defebrero de 1938, del Protocolo del 14 de septiembre
de 1939 o de la Constitución de la Organización Internacional de Refugiados.
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ii) Cualquier persona que, como resultado de acontecimientos ocurridos antes del 1.°
de enero de 1951 y debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza,
religión, nacionalidad u opinión política, se encuentre fuera del país de su
nacionalidad y no pueda o. a causa de dichos temores o de razones que no sean de
mera convenienciapersonal, no quiera acogerse a la protección de ese país o quepor
carecer de nacionalidad y estar fuera del país donde antes tenia su residencia
habitual, no pueda o, a causa de dichos temores o de razones que no sean de mera
conveniencia personal, no quiera regresar a él.

Las decisiones adoptadas por la Organización internacional de Refugiados durante el
período de sus actividades en cuanto a la condición de refugiado de una persona, no
impedirán que se conceda el estatuto de refugiado a personas que reúnan las
condiciones establecidas en el presente párrafo (...).

B. Cualquier otra persona que se halle fuera del país de su nacionalidad o, si carece
de nacionalidad, fuera del país en el cual tenía su residencia habitual, por tener o
haber tenido temores fundados de ser víctima de persecuciones por motivos de raza,
religión, nacionalidad u opiniones políticas, y no pueda o, debido a ese temor, no
quiera acogerse a la protección del gobierno del país de su nacionalidad o, si carece
de nacionalidad, no quiera regresar al país donde antes tenía su residencia habitual".

Por lo tanto, es evidente que la tarea que desarrolla el ACNUR en el Ecuador bajo el
mandato de la Convención de Ginebra de 1951, es de naturaleza humanitaria,

brindando así protección internacional y asistencia a favor de los refugiados, que
han tenido que salir de sus países de origen por causas diversas, con el afán de
salvaguardar su vida, seguridad e integridad. Estas finalidades guardan armonía con
lo que establece el artículo 41 de la Constitución.

El artículo 3 establece que la cooperación entre el ACNUR y el Gobierno del
Ecuador se efectuará conforme los estatutos del organismo internacional y otras
decisiones que sobre esta organización tomen los órganos de la ONU, así como el
artículo 35 de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados y el
artículo 2 del Protocolo de 1967 relativo al Estatuto de los Refugiados. El Estado
garantizará al personal del ACNUR libre acceso a los refugiados y otras personas
bajo su competencia. A juicio de la Corte, la cooperación que efectuará el ACNUR
con el Gobierno del Ecuador es compatible con el artículo 41 constitucional.

El artículo 4 del Acuerdo dispone que el Gobierno del Ecuador permitirá el
establecimiento y mantenimiento, por parte del ACNUR, de una oficina u oficinas
en el país, a fin de cumplir su objetivo de proporcionar asistencia humanitaria a los
refugiados y otras personas bajo su competencia; asimismo, el ACNUR informará
al Gobierno el número y categoría de sus funcionarios. Tales facilidades que debe
brindar el Estado ecuatoriano para las operaciones del ACNUR en el país son
adecuadas para cumplir con el mandato constitucional de brindar protección a los
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refugiados que ingresan a nuestro territorio; obligaciones contraídas por el Estado a
nivel internacional.

El artículo 5 regula acerca del número de funcionarios y otro personal que el
ACNUR designe en nuestro país, el cual entregará a los mismos una identificación
especial que acredite su calidad de funcionario; el ACNUR podrá encomendar a sus
funcionarios visitar al país para celebrar consultas y cooperar con los funcionarios
del Gobierno y otros que se ocupen de los refugiados. Dicho artículo no amerita
examen de constitucionalidad.

Respecto al artículo 6 del Acuerdo, se advierte que el Gobierno se compromete a
adoptar las medidas necesarias para que el ACNUR, sus funcionarios y expertos en
misión que prestan servicios a su nombre estén exentos de reglamentos u otras
disposiciones legales que puedan entorpecer las operaciones y proyectos ejecutados
en virtud del Acuerdo, y dará facilidades para la rápida y eficiente realización de los
programas humanitarios que el ACNUR efectúe a favor de los refugiados en el
Ecuador. El Gobierno se compromete a garantizar la seguridad y protección de los
locales del ACNUR y de sus funcionarios. Estas facilidades que concede el Estado
ecuatoriano son similares a las que el país concede a las misiones diplomáticas
acreditadas. No se advierte que tal disposición contradiga norma constitucional.

El artículo 7 señala el compromiso del Gobierno del Ecuador para aplicar a favor
del ACNUR, sus bienes, fondos y haberes, así como a sus funcionarios y expertos,
las inmunidades y privilegios necesarios para el efectivo cumplimiento de su
finalidad. Así también, y respecto a similares asuntos, el artículo 8 dispone que el
ACNUR, sus bienes y haberes en cualquier parte y en poder de cualquier persona
gozarán de inmunidad contra procedimientos judiciales, excepto en los casos en que
renuncie expresamente a esa inmunidad. Se entiende además que la renuncia no se
aplicará a ninguna medida judicial ejecutoria. Asimismo, se establece la
inviolabilidad de los locales de la oficina del ACNUR; que sus bienes, fondos y
haberes, cualquiera que sea el lugar en que se encuentren y quienquiera que los
tenga en su poder, están exentos de registro, requisición, confiscación, expropiación
y cualquier otra forma de injerencia, sea por acción ejecutiva, administrativa,
judicial o legislativa. Se garantiza la inviolabilidad de los archivos y todos los
documentos que pertenezcan al ACNUR o estén en su poder.

Se extiende las exenciones a favor del ACNUR para los casos de impuestos
directos, quedando entendido que no podrá reclamar exenciones del pago de
derechos por los servicios públicos que reciba; exenciones de derechos de aduanas,
así como prohibiciones y restricciones sobre artículos importados o exportados por
el ACNUR para su uso oficial, prohibiéndose su venta en el país, salvo en las
condiciones convenidas con el Gobierno; asimismo, está exento de los derechos de
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aduanas, restricciones y prohibiciones respecto a importaciones y exportaciones de
sus publicaciones.

Se dispone además que el ACNUR no estará sujeto a fiscalización, reglamentación
o moratoria financiera y podrá libremente tener fondos, oro y divisas de cualquier
clase y llevar sus cuentas en cada divisa; transferir sus fondos en metálico, billetes o
divisas al exterior o interior y de un lugar a otro del territorio de la República del
Ecuador, convertirlos en otra moneda. Tendrá tipo de cambio vigente más
favorable, y tiene derecho a importar vehículos de uso oficial, libre de cupos,
acreditando la finalidad de su uso, y que podrán ser vendidos cada cuatro años o
donados a entidades nacionales u organizaciones no gubernamentales (ONG).

Todos aquellos beneficios que concede el Gobierno del Ecuador a favor del
ACNUR están contemplados en la Convención de las Naciones Unidas sobre sus
privilegios e inmunidades, en particular, artículos II. V y VI. A juicio de la Corte,
estos artículos guardan armonía con el texto constitucional.

El artículo 9 del acuerdo garantiza al ACNUR, para sus comunicaciones oficiales,
nacionales e internacionales, facilidades no menos favorables que las otorgadas por
el Gobierno a cualquier misión diplomática u organismo internacional, en materia
de prioridades, tarifas, contribuciones y derechos aplicables en la correspondencia,
teléfono, telegramas, télex, telefotos y otras comunicaciones, así como respecto a
tarifas para las informaciones destinadas a la prensa y la radio. El Gobierno
garantiza además la inviolabilidad de las comunicaciones y correspondencia del
ACNUR, las que no estarán sometidas a ninguna forma de censura. El Gobierno
garantiza también que el ACNUR tendrá derecho a operar efectivamente y exento
del pago de cuotas de licencias, su equipo de radio y telecomunicaciones,
incluyendo sus comunicaciones satelitales y redes, usando las frecuencias asignadas
por el Gobierno o en coordinación con las autoridades nacionales competentes, de
conformidad con las regulaciones de la Unión Internacional de Comunicaciones.
Estas situaciones están previstas en el artículo III de la Convención de las Naciones
Unidas sobre sus privilegios e inmunidades. No se evidencia conflicto
constitucional.

El artículo 10 establece que el representante y más funcionarios del ACNUR, así
como sus cónyuges y familiares, gozarán de una serie de privilegios e inmunidades,
para lo cual el Ministerio de Relaciones Exteriores incluirá sus nombres en la lista
del personal de organismos internacionales. Al respecto, la Corte no encuentra
incompatibilidad con normas constitucionales, más bien, se reafirma una obligación
ya contraída por el Estado, de conformidad con el artículo V, sección 19 de la
Convención de las Naciones Unidas sobre sus privilegios e inmunidades.
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El artículo 11 establece que el personal contratado localmente para prestar servicios
en el ACNUR gozará de inmunidad de procedimiento judicial, respecto de sus
palabras o escritos y todos los actos realizados en ejercicio oficial de sus funciones.
En cuanto a las modalidades y condiciones de empleo del personal contratado
localmente, se sujetarán a lo establecido en las resoluciones y reglamentos
pertinentes de las Naciones Unidas. Respecto a este artículo, la Corte formula la
siguiente reflexión: en la parte pertinente que dispone "en cuanto a las modalidades
y condiciones de empleo del personal contratado localmente, se sujetarán a lo
establecido en las resoluciones y reglamentos pertinentes de las Naciones Unidas"
se infiere que la sujeción de las modalidades y condiciones de empleo para el
personal contratado por el ACNUR a las disposiciones previstas en resoluciones y
reglamentos de las Naciones Unidas, excluye a dicho personal, sea este nacional o
extranjero, del régimen laboral ecuatoriano. De conformidad con el criterio de
progresividad para la aplicación directa de derechos reconocidos en instrumentos
internacionales de derechos humanos, y para determinar su prevalencia respecto a
cualquier otra norma jurídica o acto del poder público, en los términos previstos en
los artículos 11, numeral 4, 417 y 424 de la Constitución, es preciso que esta Corte
Constitucional constate si el régimen laboral reconocido por el ACNUR. contempla
derechos y garantías laborales más favorables que aquellas previstas en el
ordenamiento jurídico ecuatoriano.

En ese sentido, de una serie de documentos analizados por esta Corte, entre los que
destacan la Resolución de Quejas en el ACNUR y la Información General respecto
a los derechos y beneficios del personal nacional "General Information on
entitlements and benefits for national staff, (ambos documentos conferidos por el
ACNUR) se constata que el régimen laboral que reconoce el ACNUR. garantiza y
protege adecuadamente los derechos laborales del personal contratado localmente.
que por cierto, ostentan la calidad de Servidores Públicos Internacionales'.

Por otro lado, con respecto a los salarios, ascensos, seguros médicos,
compensaciones, entre otros beneficios y derechos del personal contratado por el

3 Por citar algunos, se desprende de dicha documentación información respecto a
dependencias a las cuales dichos funcionarios pueden acudir para hacer valer sus
derechos laborales (Defensoría (Ombudsman"s Office), Consejo de Personal (Staff
Council), Sección de Bienestar del Personal (Staff Welfare Section), Oficina de
Ética (Ethics office), División de Administración de Recursos Humanos (División
of Human Resource Management), Sección de asuntos jurídicos (Legal Affaire
Section), Oficina del Inspector General (Inspector General's Office), Tribunal de
disputas de la ONU (United Nation Dispute Tribunal), Tribunal de Apelaciones de
la ONU (United Nations Appeals).
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ACNUR, y que han sido constatados por esta Corte de acuerdo a la "Información
General respecto a los derechos y beneficios del personal" se verifica que tales
derechos son más favorables que los reconocidos en nuestra legislación, por lo
tanto, no hay razón por la cual declarar su inconstitucionalidad.

El artículo 12 regula lo relacionado con las facilidades, exenciones y privilegios
otorgados a favor de los expertos que lleven a cabo misiones del ACNUR, en
especial: inmunidad de detención o prisión; inmunidad en toda forma de
procedimiento judicial respecto a sus palabras, escritos o actos ejecutados en
ejercicio de sus funciones; inviolabilidad de sus documentos y correspondencia.

La Corte reitera que en cuanto a las exenciones impositivas y las inmunidades de
carácter judicial respecto a los bienes y locales donde funcionen las oficinas del
ACNUR, así como respecto a los representantes y más funcionarios de dicho
organismo internacional, hay que advertir que el otorgamiento de tales privilegios y
exenciones hallan fundamento en las normas que se encuentran previstas en la
"Convención sobre los Privilegios e Inmunidades de las Naciones Unidas",
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 de febrero de 1946,
instrumento internacional al cual el Ecuador se adhirió el 22 de marzo de 1956

(texto publicado en el Registro Oficial N.° 130 del 7 de febrero de 1957), como se
indica en el artículo VII del "Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la
República del Ecuador y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados", salvo el caso de renuncia expresa de los privilegios e
inmunidades por parte del ACNUR.

El artículo 13 del instrumento objeto de análisis establece que. salvo acuerdo en
contrario, el Gobierno del Ecuador concederá a las personas que presten servicios a
nombre de ACNUR y que no sean ecuatorianos, contratados localmente, los
mismos beneficios y exenciones señaladas para los casos anteriormente señalados,
disponiendo que se les entregará con prontitud y libre de gastos, los visados,
licencias o permisos necesarios para el ejercicio de sus funciones. Tal regulación no
contradice el texto constitucional.

El artículo 14 establece el compromiso del Gobierno del Ecuador de considerar
como delito en nuestra legislación nacional, y sancionar con penas adecuadas,
tomando en cuenta su gravedad, los siguientes actos: a) homicidio, secuestro u otro
ataque contra la integridad física o libertad de cualquier miembro del personal del
ACNUR; b) ataque violento a sus locales oficiales, residencia privada o medios de
transporte del personal del ACNUR; c) amenaza de ataque con el objeto de obligar
a una persona natural o jurídica a realizar o abstenerse de realizar algún acto; d)
tentativa de cometer ataque; e) actos que constituyan participación como cómplice
en ataque o tentativa de tal ataque, o que suponga organizar u ordenar a terceros la
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comisión de tal ataque. Los numerales 2 y 3 guardan relación directa con los
literales señalados, especificando aspectos como la jurisdicción y el ejercicio de la
acción penal.

A partir del texto citado, esta Corte constata que el Convenio materia de análisis.
pretende comprometer al Estado ecuatoriano a implementar una legislación de
carácter especial para el personal del ACNUR. hecho que deviene en improcedente,
por las siguientes consideraciones.

Primero, dichas sanciones ya forman parte de la normativa judicial penal del país.
Segundo, no podría el Estado ecuatoriano, en virtud del principio de generalidad de
la ley y de igualdad reconocido en el artículo 66, numeral 4 de la Constitución,
establecer una tipificación con efectos particulares o determinados.

Finalmente, y lo más importante, el artículo 14 del Acuerdo de Cooperación no
encuentra sustento en la Convención sobre los Privilegios e Inmunidades de los
Organismos Especializados de las Naciones Unidas. En efecto, la Convención
descrita no prevé en sus disposiciones, norma alguna que dote de inmunidad en
materia penal a "todo el personal de ACNUR", con la excepción de los
Representantes de los miembros en las reuniones convocadas por un organismo
especializado, en cuyo caso, de conformidad con la Sección 13, literal a de la
Convención citada, se prevé únicamente una inmunidad de detención. Es así que la
Convención sobre Privilegios e Inmunidades no prevé la posibilidad de
implementar tipos penales con carácter individual para el personal de ACNUR.

En esa línea y por las consideraciones citadas, el artículo 14 del Acuerdo objeto de
análisis, vulnera directamente el artículo 66, numeral 4 de la Constitución de la
República, y por consiguiente, se declara su inconstitucionalidad. Por otro lado, esta
Corte determina que el Acuerdo de Cooperación entre la República del Ecuador y la
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, en
materia de inmunidades, deberá sujetarse a la Convención sobre Privilegios e
Inmunidades de los Organismos Especializados de las Naciones Unidas.

El artículo 15 dispone que las inmunidades otorgadas a los representantes y
funcionarios del ACNUR son en interés de las Naciones Unidas y el ACNUR y no
en su beneficio personal; sin embargo, el Secretario General de las Naciones Unidas
puede renunciar a la inmunidad de cualquier miembro del personal del ACNUR.
siempre que, a su juicio, dicha inmunidad entorpezca la acción de la justicia y no
vaya en perjuicio de los intereses de las Naciones Unidas y del ACNUR. El referido
artículo no contradice el texto constitucional.
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El artículo 16 del acuerdo establece que en caso de controversias entre el ACNUR y
el Gobierno del Ecuador, derivado del mismo o que surja en relación con él. se
resolverá amigablemente mediante negociación o cualquier otra forma convenida;
en caso de no lograrse acuerdo, se someterán a arbitraje a petición de cualquiera de
las partes, regulando dicha norma el procedimiento y plazo para expedir la
resolución pertinente.

La Constitución de la República, en el artículo 422 inciso segundo establece como
excepción a la prohibición de celebrar tratados o instrumentos internacionales en
materia comercial o controversias contractuales, aquellos que: "establezcan la
solución de controversias entre Estados y ciudadanos en Latinoamérica por
instancias arbitrales regionales o por órganos jurisdiccionales de designación de
los países signatarios. No podrán intervenirjueces de los Estados que como tales o
sus nacionales sean parte de la controversia ".

Es decir, a partir del artículo 422 de la Constitución se desprende lo siguiente:

a) Se prohibe la celebración de tratados o instrumentos internacionales, en
controversias contractuales o de índole comercial, entre el Estado y

personas naturales o jurídicas privadas. Dicha disposición, al referirse a
controversias contractuales o de índole comercial, no se aplica al caso
concreto.

b) El inciso segundo del artículo 422 permite la celebración de tratados e
instrumentos internacionales que establezcan solución de controversias entre
Estados y ciudadanos en Latinoamérica, hecho que no se configura en el
caso del ACNUR.

La Constitución de la República no prevé prohibición o delimitación alguna para la
celebración de tratados o instrumentos internacionales atinentes a la materia que se
regula en el caso concreto. En esa línea no podría identificarse vulneración
constitucional alguna.

Por otro lado, aun cuando se infiera que eventualmente los efectos de la ratificación
del presente Acuerdo podrían tener repercusiones de índole comercial, en cuyo caso
se insertaría en la prohibición descrita en el inciso primero del artículo 422 de la
Constitución, tampoco podría declararse su inconstitucionalidad, puesto que el
ACNUR no es Estado y tampoco persona natural o jurídica privada.

Finalmente, el artículo 17 contiene las disposiciones generales, entre ellas, lo
relacionado a la entrada en vigor del acuerdo; forma de interpretación de sus
disposiciones; resolución de asuntos no previstos en el convenio; celebración de
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consultas con miras a modificar el acuerdo y la finalización de su vigencia. Tal
disposición no vulnera norma constitucional alguna.

En definitiva, el texto del "Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la
República del Ecuador y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados" es compatible con la Carta Fundamental, excepto el artículo
14 que es declarado inconstitucional, de conformidad con el análisis señalado ut
supra. El resto de normas contenidas en el texto del Acuerdo son constitucionales,
ya que responden a un mandato constitucional específico contenido en el artículo
41.

La Corte reitera que la atención, protección y ayuda humanitaria que el Ecuador
brinde a los refugiados en nuestro territorio se efectuará indudablemente en el
marco del respeto a los derechos humanos, tomando en cuenta los principios de
aplicación de derechos consagrados en el artículo 11 del texto constitucional, ya que
son titulares de todos los derechos reconocidos a favor de los ecuatorianos,

conforme lo determina el artículo 9 de la Constitución de la República.

El derecho al refugio no solo implica la permanencia de los refugiados en nuestro
territorio, sino además la atención de sus necesidades básicas, tales como
alojamiento, alimentación, atención médica, educación y la elaboración de planes y
programas específicos para atender a los niños, jóvenes, personas mayores adultas,
no obstante su condición de extranjeros, pues de esta manera se podrá materializar
el precepto contenido en el artículo 416, numeral 1 de la Constitución, es decir, que
el Ecuador proclama la cooperación, integración y solidaridad.

V. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando Justicia Constitucional y por mandato de la
Constitución de la República del Ecuador, la Corte Constitucional, para el periodo
de transición, en ejercicio de sus atribuciones, emite el siguiente:

DICTAMEN

1. Emitir dictamen parcial de constitucionalidad del "Acuerdo de Cooperación
entre el Gobierno de la República del Ecuador y la Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados", ACNUR.

2. Declarar, por razones de fondo, la inconstitucionalidad del artículo 14 del
instrumento internacional examinado, por contravenir lo dispuesto en el
artículo 66, numeral 4 de la Constitución de la República.



di"

Corte
Constitucional

Caso X" 0014-10-T1

^ - Je $

Página 23 de 23

3. Notificar al señor Presidente Constitucional de la República con el presente
dictamen, a fin de que haga conocer el mismo a la Asamblea Nacional.

4. La Asamblea Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2 del
artículo 112 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, se abstendrá de aprobar este Acuerdo hasta que se produzca
la enmienda que se adecué a las normas constitucionales.

5. Notifíquese, publíquese y cúmplase.

AL.I/meií)l/ccp-

7 £

Pazpñiño Freiré

fRESID^NTE

rrea Jijón
IO GENERAL

y

Razón: Siento por tal, que eEDÍctamen que antecede fue aprobado por el Pleno de
la Corte Constitucional, para el período de transición, con ocho votos de los
doctores: Roberto Bhrunis Lemarie, Patricio Herrera Betancourt, Hernando Morales

Vinueza, Ruth Seni Pinoargote, Nina Pacari Vega, Manuel Viteri Olvera, Edgar
Zarate Zarate y Patricio Pazmiño Freiré, sin contar con la presencia del doctor
Alfonso Luz Yunes, en sesión ordinaria del día jueves dieciséis de diciembre del
dos mil diez. Lo certifico.
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